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U

no de los temas, de gran interés por cierto, que ha sido objeto de incesantes debates y de pronunciamientos académicos de diversa índole, ha sido el de la independencia de los auditores internos en la ejecución de trabajos de aseguramiento y consultoría. Parecería un tema superado, dados los estándares internacionales y las regulaciones que al respecto existen. Sin embargo, la realidad, por lo menos en lo que compete a las entidades públicas colombianas, muestra que no siempre se adoptan buenas prácticas.
En Colombia se promulgó, el 29 de noviembre de 1993, la Ley 87 “por la cual se establecen normas para el ejercicio del control interno en las entidades y organismos del Estado…”, norma que actualmente está vigente y que, entre otros aspectos, establece la creación de un Comité Coordinador del Sistema de Control Interno, que fue reglamentado, posteriormente, por el Decreto 1826 del 3 de agosto de 1994, en que están establecidas algunas funciones tales como: “Estudiar y revisar la evaluación al cumplimiento de los planes, sistemas de control y seguridad interna y los resultados obtenidos por las dependencias del organismo o entidad.” y “Presentar a consideración del respectivo Ministro o Director de Departamento Administrativo propuestas de modificación a las normas sobre control interno vigentes”.
Por su parte, el artículo 4 del mencionado decreto establece que el Comité de Coordinación del Sistema de Control Interno estará integrado por diferentes instancias administrativas, tales como el Secretario General, los directores, coordinadores, jefes de unidad o de área, el Jefe de la Oficina de Planeación y el Jefe de la Oficina de Control Interno. 

Lo anterior permite observar, desde la legislación pública y en contraposición a los estándares internacionales, que los procedimientos de auditoría interna desarrollados desde las Oficinas de Control Interno del Estado Colombiano están subordinados a un Comité integrado por personal encargado de dirigir procesos dentro de la estructura administrativa de la entidad y que, por ende, son objeto de control, lo que se aparta significativamente de la independencia descrita en las Normas Internacionales para el Ejercicio Profesional de la Auditoría Interna.

Urge entonces iniciar un proceso de armonización y modernización de la normatividad colombiana en materia de control Interno y auditoría, que considere las normas internacionales dentro del marco procedimental del auditor y establezca diferencias respecto de la naturaleza de cada uno de los actores del control dentro de la entidad. En este sentido, estructurar la función de auditoría interna del Estado Colombiano con base en las citadas normas resultaría conveniente para satisfacer los fines constitucionales que persigue el Estado, frente a una sociedad que todos los días demanda servicios de mayor calidad y equidad.

Esta es una tarea del legislador que está en mora de iniciar. 
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